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IX. DERECHO DE SUFRAGIO: PRINCIPIO Y FUNCIÓN

MANUEL ARAGÓN

1. DERECHO DE SUFRAGIO Y DEMOCRACIA

Entendido el derecho de sufragio en su sentido más simple, esto es, identi-
ficándolo únicamente con el derecho de voto, es claro que no está ligado
necesariamente con la democracia, sino con la colegialidad. La existencia
del derecho de voto es necesaria allí donde una decisión ha de ser adopta-
da por un órgano o entidad compuestos por una pluralidad de personas, ya
sea el viejo Senado romano, la antigua Dieta Imperial alemana o el Colegio
Cardenalicio, por poner ejemplos bien alejados de la democracia. Tampo-
co, en este muy simple sentido del término, se identifica el derecho de su-
fragio con la actividad pública o más generalmente política, ya que el dere-
cho de voto ha de existir también en instituciones privadas basadas en la
colegialidad, desde una junta de vecinos hasta el consejo de administración
de una compañía mercantil.

Ahora bien, la colegialidad, que sí se contrapone ciertamente al poder
unipersonal (supuesto éste que excluye, por principio, el derecho de voto), no
es por sí sola una nota suficientemente explicativa del derecho de sufragio,
sino sólo su requisito más básico (y también más abstracto). El derecho de
sufragio significa algo más que el mero derecho de voto. En primer lugar
porque su entendimiento correcto ha de situarse en la esfera de lo público y
no de lo privado, donde puede hablarse con propiedad del derecho de voto
(en las sociedades civiles o mercantiles, por ejemplo), pero no exactamente
del derecho de sufragio, que tiene una connotación política inexcusable. En
segundo lugar, y sobre todo, porque sólo cabe hablar de derecho de sufragio
cuando está atribuido a ciudadanos, esto es, a miembros de una comunidad
política para adoptar mediante él decisiones también de naturaleza política,
esto es, que atañen al gobierno (en sentido lato) de esa comunidad.

Sin embargo, esa mayor concreción del concepto no permite identifi-
car todavía derecho de sufragio con democracia, puesto que uno puede
existir sin la otra en sistemas de sufragio restringido, como ocurrió, por
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ejemplo, en el Estado liberal del siglo XIX basado en el sufragio censitario.
Parece, pues, que derecho de sufragio y democracia sólo coinciden cuando
el sufragio es universal. No obstante, esta última relación no resulta aún
suficientemente explicativa, es decir, no se presenta como una relación ne-
cesaria, ya que si bien no hay democracia sin sufragio universal, puede en
cambio existir sufragio universal sin democracia, de lo que ha habido y hay
suficientes ejemplos.

Por eso no basta el carácter universal del sufragio para considerarlo de-
mocrático: ha de ser también libre, igual, directo y secreto. El voto de los
ciudadanos ha de valer igual, ha de emitirse sin intermediarios y ha de ser
la manifestación de una decisión libre, esto es, de una voluntad no coaccio-
nada. El secreto del voto garantiza precisamente la libertad de emitirlo.
Ahora bien, el sufragio en libertad no significa sólo que el acto de votar de-
ba hacerse sin coacción alguna y con plena capacidad de opción (votar sí o
no si se trata de un referéndum, o a una u otras candidaturas si se trata de
elecciones, o en blanco en cualquier caso, o incluso no votar, si se prefie-
re), sino que el propio derecho de sufragio ha de estar acompañado de
otras libertades sin las cuales no podría hablarse con propiedad de un su-
fragio libre, como las libertades de expresión, asociación, reunión y mani-
festación, y por supuesto la libertad de presentación de candidaturas (con
las modulaciones necesarias para dotar de eficacia al acto electoral), acom-
pañada de los principios de libre concurrencia entre ellas y de libre des-
arrollo de la campaña electoral.

Precisamente este problema de la libertad de presentación de candida-
turas está íntimamente conectado con la otra faceta del derecho de sufragio
que hasta ahora no habíamos señalado: el derecho a ser elegible. Porque, si
bien cuando se habla del derecho de sufragio sin más precisiones se entien-
de generalmente el derecho a elegir, esto es, el derecho de sufragio activo,
también es derecho de sufragio la faceta pasiva del mismo: el derecho no
sólo a ser elector, sino también a ser elegible, y en la medida en que para
ser elegible primero hay que ser proclamado candidato, el sufragio pasivo
significa, en primer lugar, el derecho a presentarse como candidato a las
elecciones. El sufragio pasivo es democrático, pues, en la medida en que 
todos los ciudadanos (y no sólo una minoría) tienen (cumpliendo determi-
nados requisitos que no vulneren el principio de igualdad) la oportunidad
de ejercitarlo.

No acaban ahí todavía las características que han de acompañar al de-
recho de sufragio para identificarlo con la democracia: es preciso que exis-
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tan las correspondientes garantías de la veracidad del sufragio, esto es, del
no falseamiento de sus resultados. Una administración electoral indepen-
diente del Poder Ejecutivo, neutral, transparente y bien dotada técnica-
mente, junto con un sistema de recursos jurisdiccionales que aseguren el
control de las infracciones o errores que pudieran cometerse en el proceso
electoral suponen, en fin, las últimas, pero indispensables notas que defi-
nen al sufragio como democrático.

2. SUFRAGIO Y REPRESENTACIÓN

El derecho de sufragio no está conectado exclusivamente con la democra-
cia representativa, pues también mediante el voto se ejerce la democracia
directa, ya sea mediante las asambleas abiertas o de la institución del refe-
réndum. Sin embargo, las dificultades prácticas y los graves inconvenien-
tes teóricos de la democracia directa han originado que ésta no pueda verse
como una alternativa a la democracia representativa sino, todo lo más, como
su complemento. Hoy, pues, el sufragio más que votaciones lo que signifi-
ca es, sobre todo, elecciones. Sobre este punto posiblemente no habría que
extenderse, por suficientemente conocido. Sin embargo, debido a que la
simplicidad de ciertas doctrinas las ha hecho atractivas para algunos sec-
tores del público, quizá conviniera dedicarle algo más de atención.

Las ideas rousseaunianas de la democracia como identidad entre gober-
nantes y gobernados, basadas en que la soberanía popular no puede dele-
garse porque no puede enajenarse, condujeron a que determinadas corrien-
tes de pensamiento sólo aceptasen la democracia representativa por razones
exclusivamente pragmáticas (gran extensión del territorio del Estado y gran
número de habitantes), pero considerándola siempre como un mal menor,
afectado por un “déficit” democrático respecto de la democracia directa
(que sería la auténtica democracia). En tal sentido, los elementos de demo-
cracia directa insertados en cualquier sistema de democracia representati-
va eran sobrevalorados por encima de ésta, tenidos, pues, como institucio-
nes con un “plusvalor” democrático.

Sin embargo, como otras corrientes de pensamiento han puesto de ma-
nifiesto, con gran rigor, la opción por la democracia representativa no tie-
ne sólo a su favor razones de puro pragmatismo, sino también muy sólidos
fundamentos teóricos, basados en que la sociedad no es uniforme, sino plu-
ral, en que el gobierno de una comunidad ha de hacer posible la composi-
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ción de intereses diversos, en que no puede sobrevivir el Estado sin una ac-
tividad permanente de integración y en que no hay comunidad de hombres
libres si no hay distinción entre gobernantes y gobernados y, por lo mismo,
si no hay limitación del poder y responsabilidad de los gobernantes; y es la
representación la que hace posible que todo ello pueda realizarse. En tal
sentido conserva toda su vigencia aquella afirmación de Kelsen, hecha ha-
ce ya 70 años, de que no hay más democracia posible que la democracia re-
presentiva. De ahí que el sufragio tenga como principal función la de ser-
vir de medio para formalizar la representación política.

El derecho de sufragio, además de ser subjetivo, en el doble sentido de
derecho de sufragio activo y derecho de sufragio pasivo, es, sobre todo, un
principio, el más básico o nuclear de la democracia, o hablando en térmi-
nos más precisos, del Estado democrático. La solidez de este aserto parece
indiscutible en la medida en que si se reconoce que la soberanía reside en
el pueblo, no hay otro modo más veraz de comprobación de la voluntad 
popular que mediante el ejercicio del voto. Pero se comprende aún más cla-
ramente cuando se observa el derecho de sufragio como método para 
designar la representación popular, es decir, como principio no ya de la de-
mocracia en general, sino en particular de la democracia representativa: 
difícilmente puede aceptarse que haya representación sin elección, ni limi-
tación temporal del poder sin elecciones periódicas.

Sin embargo, y como es bien sabido, han existido determinados inten-
tos teóricos, tanto desde la extrema izquierda como desde la extrema dere-
cha, encaminados a negar la conexión necesaria antes aludida. Un buen
ejemplo nos lo facilita la posición defendida por Carl Schmitt en las déca-
das de 1920 y 1930. Schmitt disociaba democracia y libertad (y por lo mis-
mo representación y elección). La democracia no se basa en la libertad, di-
ría, sino en la homogeneidad. De ahí que a su juicio la democracia repre-
sentativa sólo fuera posible cuando la entidad representada (la nación) es
homogénea, es decir, cuando tiene un sólo interés (que es lo que ocurría,
según él, con la reducción de la nación a la burguesía en el siglo XIX), pero
no cuando aquella entidad es heterogénea (nación coincidente con pueblo,
que es lo que sucede cuando existe el sufragio universal, del que dispone
toda una sociedad que, a su vez, está dividida en clases o en grupos con in-
tereses contrapuestos).

Una sociedad así (seguirá argumentando Schmitt) es incompatible con
la democracia liberal (la democracia representativa mediante las eleccio-
nes), puesto que el enfrentamiento de intereses conduciría siempre al do-
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minio político de una clase sobre otra (dominio, dirá, disfrazado de “demo-
cracia formal”, coincidiendo así Schmitt, sintomáticamente, con el marxis-
mo). El parlamento no servirá entonces para representar a todos, sino 
para que se impusiese, a través suyo, la clase dominante. La democracia,
en consecuencia, no es conciliable con el “pluralismo”, sino sólo con la ho-
mogeneidad; el concepto mismo de “democracia pluralista” sería, para
Schmitt, un contrasentido. De ahí que, cuando la propia sociedad es plu-
ral, el único modo de hacer posible la democracia consista en la negación
de esa pluralidad, destruyéndola o silenciándola, es decir, excluyéndola de
la representación.

En este último sentido, distingue Schmitt entre Vertretung o represen-
tación mediante elecciones, que es siempre, a su juicio, una representación
política inauténtica, es decir, una representación de intereses, y Reprä-
sentation o representación espiritual, que se manifiesta no por la elección,
sino por la “identificación” del pueblo con sus líderes (mediante la aclama-
ción o el asentimiento). Esta Repräsentation es la única auténtica, pues, a
juicio de Schmitt, no se verifica a través de procedimientos, ya que se tra-
ta de algo de naturaleza “existencial”. Por ella, el representante no es un de-
legado de la voluntad de los representados, ya que, por principio, como esa
voluntad no existe (lo que hay es una diversidad de voluntades anta-
gónicas), es imposible que pueda delegarse; por el contrario, mediante 
esa “representación” el representante “encarna” lo que hay de homogéneo
en los representados expresando así (o dando vida) a una voluntad popular
que sólo es capaz de manifestarse (o hacerse presente) por obra del repre-
sentante mismo, de su cualidad para “identificarla”. Ésa, dirá Schmitt, es
la auténtica democracia, frente a la falsa democracia representativa liberal.

A partir de ahí, de ese concepto de “representación” (y de ese entendi-
miento de la democracia), no es de extrañar que Schmitt afirme que la 
democracia es cosa distinta de las votaciones secretas, que democracia y
dictadura no son términos inconciliables, que (y así lo diría expresamente)
“bolchevismo y fascismo son, como cualquier dictadura, antiliberales, pe-
ro no necesariamente antidemocráticos”.

Como puede observarse, la confluencia entre ideas de extrema izquierda
y extrema derecha es clara (siempre ha ocurrido así): bajo la apelación de
Schmitt a una “auténtica democracia” (frente a la inauténtica o “formal”
democracia liberal), lo que se esconde es la destrucción de la democracia
misma. Cuando a la democracia se le amputan la libertad y el sufragio no
queda convertida en “otro tipo” de democracia, sino, sencillamente, en dic-
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tadura, como bien contestó entonces Kelsen refutando aquellas ideas en el
plano teórico (y haciendo ver que no hay oposición, sino conciliación entre
pluralismo y democracia y que no hay otro método veraz de que se mani-
fieste la voluntad popular, sino mediante elecciones basadas en el sufragio
universal, libre, igual y secreto), y como bien se encargaron de mostrar en
la práctica los dos sistemas aludidos precisamente por Schmitt: el fascista
y el comunista.

3. PARTIDOS POLÍTICOS Y REPRESENTACIÓN

Es cierto que en el presente no cabe desconocer la función mediadora, 
articuladora, que cumplen los partidos en la representación política. Esa
importante función incluso les está reconocida de manera expresa en casi
todas las constituciones latinoamericanas (Argentina, art. 38; Bolivia, 
arts. 222-224; Brasil, art. 17; Colombia, arts. 107-111; Costa Rica, arts. 96 y
98; Chile, art. 19.15; Ecuador, arts. 36-38; El Salvador, arts. 77 y 85; Hondu-
ras, art. 47; México, art. 41; Nicaragua, art. 55; Panamá, arts. 132-135; Para-
guay, arts. 124 y 125; Perú, art. 35) y, sin excepción alguna, en la legislación
electoral o de partidos de todos los países de aquella área. La democracia de
nuestro tiempo es una democracia de partidos y difícilmente podría ser 
de otra manera. Sin la libertad de asociación política, esto es, sin la existen-
cia de los partidos, no puede haber democracia auténtica, o lo que es igual,
democracia pluralista. Sin unos partidos estables, es decir, socialmente
arraigados y con el grado suficiente de cohesión y disciplina interna, no cabe
esperar que la democracia sea una forma de organización política eficaz.

Ahora bien, la democracia de partidos no debe sustituir enteramente a
la democracia de ciudadanos, puesto que si así ocurriese se estaría pervir-
tiendo la propia democracia, en la que, como su nombre lo indica, es el pue-
blo la única fuente del poder. Los partidos cumplen una función auxiliar: son
instrumentos, valiosos, por supuesto, pero sólo instrumentos de la democra-
cia. Ésta no tiene por sujetos a los partidos, sino a los ciudadanos. Más aún,
tampoco los partidos agotan los cauces de expresión del pluralismo político,
que también puede (y debe) expresarse por medio de grupos de opinión no
partidistas (movimientos políticos independientes, agrupaciones de electo-
res, etc.); como tampoco agotan los cauces de expresión del pluralismo so-
cial, que se manifiesta también a través de los sindicatos, las asociaciones
profesionales y las demás formaciones colectivas que integran la diversidad
de creencias e intereses que existen en una comunidad de hombres libres.
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Quizás uno de los problemas políticos más serios del presente consista
en la tendencia de los partidos a introducirse en el seno de las organizacio-
nes sociales, para influirlas o dirigirlas. Es el fenómeno de la tan denosta-
da “politización” (mejor sería decir “partidización”) de las empresas econó-
micas, sociales y culturales. Al margen de las críticas frívolas, cuando no
simplemente antidemocráticas, que ese fenómeno a veces recibe, donde ra-
dica el problema es en el deterioro de la espontaneidad social que ello con-
lleva, así como en la disfuncionalidad (con la correspondiente ineficacia)
que produce el traslado al ámbito de las organizaciones sociales de un tipo
de racionalidad que allí resulta impropio. Poner los medios para que los
partidos limiten sus actividades al mundo de las instituciones públicas, fo-
mentándose (y no difuminándose) la distinción entre lo político y lo social,
parece hoy una tarea urgente si se quiere fortalecer la democracia.

Por otra parte, la misma y propia función de los partidos en las institu-
ciones públicas debe ser objeto de algunas consideraciones. De un lado, el
importante papel que los partidos desempeñan (y que constitucionalmente
tienen reconocido) exige al mismo tiempo que se extreme la obligación
(también impuesta por las constituciones y la leyes más modernas) de que
su estructura interna y su funcionamiento sean democráticos, postulado
muy fácil de enunciar, pero muy difícil de llevar a la práctica. Pese a las di-
ficultades y a la casi irresistible tendencia oligárquica que se da en el seno
de cualquier partido, la pretensión no es imposible y, probablemente, la sa-
lida de la crisis de legitimidad que hoy afecta a los partidos dependa, en no
escasa medida, de la capacidad de éstos para dotarse de una razonable de-
mocracia interna. Por otro lado, el papel institucional de los partidos debe
ser concebido en sus justos términos: de la misma manera que los partidos
no pueden sustituir al pueblo, tampoco pueden sustituir al Estado. Por ello,
la tan utilizada expresión “Estado de partidos” es, cuando menos, incorrec-
ta en un sistema democrático.

Los partidos debieran ser, pues, en los ordenamientos constitucionales
democráticos, asociaciones privadas, aunque esos mismos ordenamien-
tos reconozcan, como es obvio, la relevancia pública de sus actividades. Ni
los partidos son órganos del Estado ni pueden manifestar, por sí mismos,
bajo otras vestiduras jurídicas, la voluntad estatal (de ahí que pudieran qui-
zá criticarse las definiciones de los partidos como personas jurídicas de 
derecho público que formulan determinados ordenamientos latinoameri-
canos, como los de Argentina, Bolivia, Brasil, Guatemala, Honduras, Nica-
ragua y Paraguay, y más aún la exigencia de afiliación partidaria para poder
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disfrutar del derecho de sufragio pasivo que se contiene en los ordenamien-
tos de Brasil y Ecuador).

La diferenciación entre el Estado y los partidos ni es una apariencia
formalizada, es decir, una “ficción jurídica”, ni es sólo un postulado del de-
recho impuesto por una lógica abstracta, sino una exigencia que proviene
de la misma realidad política. Aceptar que la estructura orgánica estatal 
tiene un carácter ficticio, bajo el que se esconde, en realidad, la desnuda vo-
luntad de los partidos, y pensar que esa situación puede ser duradera a con-
dición de que no se haga demasiado patente que “el Rey está desnudo”, no
es sólo una actitud cínica, sino, sobre todo, suicida: una sociedad de hom-
bres libres acaba, más tarde o más temprano, por dejar de obedecer los
mandatos de la autoridad si ésta pierde su condición de representante de la
voluntad de todos y si estos mandatos no están justificados por razones de
interés general.

Ahora bien, que el Estado no deba ser disfraz de los partidos no signi-
fica, ni mucho menos, que no haya de tenerse muy en cuenta la función de
los partidos en la vida de las organizaciones públicas. Pero, claro está, 
de aquellas organizaciones públicas que respondan a la lógica partidista,
esto es, a la lógica de las mayorías y las minorías producto de la represen-
tación. Esa lógica debe operar, por ello, exclusivamente, en los ámbitos
parlamentario y gubernamental, puesto que es allí donde se manifesta, 
legítimamente, el pluralismo político, sin que deba trasladarse a otros 
ámbitos, como el de la administración pública u otras instituciones del Es-
tado, como las de naturaleza jurisdiccional, cuya composición y funciones
descansan únicamente en razones de independencia y profesionalismo.

Es curioso, y perturbador, que allí donde tiene toda su legitimidad la ac-
tuación de los partidos, que es en la vida parlamentaria, o en general en las
instituciones emanadas directamente de la representación popular, sea 
donde resulta más débil su papel en la práctica política actual de muchos
países. De ahí que cualquier intento serio de fortalecer la democracia repre-
sentativa deba incluir, necesariamente, medidas que tiendan a reforzar la
importancia de los partidos en las instituciones donde esa representación se
expresa. No hay que dejarse engañar por las apariencias: hoy, por ejemplo,
los partidos son quizá muy eficaces para disciplinar la actividad parlamen-
taria, pero muy ineficaces para hacer de esa actividad el centro de interés 
de la política nacional (ahora, los sindicatos, las organizaciones empresaria-
les, la prensa, e incluso en determinados países democráticos los jueces,
ejercen mayor protagonismo político que las cámaras parlamentarias).
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Unos partidos con bajo grado de afiliación, financiados casi enteramen-
te en muchos países con dinero público y férreamente dominados por sus
dirigentes, generan una clase política no ya burocratizada, sino, por así de-
cirlo, “funcionarizada”. En esas condiciones, las instituciones representati-
vas corren el riesgo de quedar muy aisladas de la sociedad. Tendencia que
se ve reforzada por la realidad actual de unas elecciones en las que, por obra
de una propaganda en la que predomina sobre todo la imagen, se manifies-
tan más como elecciones plebiscitarias que como elecciones representati-
vas, según ya, tempranamente, hace casi medio siglo, alertó Leibholz.

No obstante, estos defectos que acaban de señalarse no vienen ni mu-
cho menos a dar la razón a Schmitt en su intento de refutar las bases teó-
ricas de la democracia representativa, ni, por lo mismo, a suministrar ra-
zones para abandonar la democracia de partidos, sino, por el contrario, a
poner de manifiesto la necesidad, como antes se dijo, de revitalizar los par-
tidos políticos acercándolos a la sociedad, desburocratizándolos y dotán-
dolos de suficiente democracia interna para que puedan desarrollar, en
cuanto tales, y no sólo a través de sus respectivos líderes, el papel protago-
nista que les corresponde en la vida de las instituciones democráticas. Ha-
bría que sopesar muy seriamente por ello, antes de dar entrada a hipotéti-
cas reformas electorales, como por ejemplo las conducentes a un sistema
de listas abiertas, el daño que pueden provocar en la estabilidad de los par-
tidos. Y ello porque no hay democracia sin partidos, simplemente porque
no hay democracia sin libertades, entre ellas la de asociación política, pe-
ro más aún, porque la democracia representativa, única forma adecuada,
en la práctica y en la teoría, de la democracia en nuestro tiempo, tiene a los
partidos como base de su entramado institucional, por lo que no cabe ni
organización de la representación y de las mismas instituciones represen-
tativas sin ellos, ni ejercicio con garantías del derecho de sufragio sin la
mediación (no excluyente, claro está) de los partidos políticos.

4. EL ENTENDIMIENTO INSTITUCIONAL DEL DERECHO DE SUFRAGIO

El derecho de sufragio, como los demás derechos fundamentales, puede ser
entendido en sentido subjetivo y en sentido objetivo. Desde el primero, apa-
rece como una facultad del titular del derecho garantizada por el ordena-
miento, esto es, como un derecho de libertad; el derecho a votar (o a pre-
sentarse como candidado) y por lo mismo también la libertad de no votar
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(o de no presentarse como candidato) son la expresión de ese sentido sub-
jetivo del derecho de sufragio. Desde la consideración objetiva, el derecho
de sufragio es, como más atrás se señaló, un principio básico de la demo-
cracia o, en términos jurídicos, del ordenamiento democrático. Visto como
principio, el sufragio tiene, entonces, una dimensión institucional indiscu-
tible: sin el derecho de sufragio no hay democracia. Una y otra dimensión
pueden, y deben, encontrarse en equilibrio, aunque a veces no ocurre así y
la acentuación de la dimensión objetiva o institucional puede incluso ha-
cerla prevalecer sobre la dimensión subjetiva del derecho mudándolo de
naturaleza, esto es, transformándolo de derecho en obligación.

El reconocimiento de la dimensión institucional del derecho de sufra-
gio está presente en casi la totalidad de los ordenamientos latinoamerica-
nos, y en muchos de ellos la definición de ese sufragio como una obligación
(con el juego verbal, difícil de entender jurídicamente, de considerarlo al
mismo tiempo como derecho y como deber; véase al respecto la contribu-
ción de Fernández Baeza en esta obra): así en Argentina, en el art. 12 del
Código Electoral de 18-8-1983 se impone el deber de votar y en el art. 14 se
dirá que “las funciones” que se atribuyen a los electores “constituyen carga
pública y son por lo tanto irrenunciables”; en Bolivia, el art. 219 de la Cons-
titución proclamará que el “sufragio constituye la base del régimen demo-
crático representativo”, declarando el voto obligatorio (a lo que también
alude el art. 6 de la misma Constitución); en Brasil, el art. 14 de la Consti-
tución declara el voto obligatorio; en Colombia, el art. 258 de la Constitu-
ción proclama el voto como un derecho y un deber; en Costa Rica, el art.
93 de la Constitución dispone que “el sufragio es función cívica primordial
y obligatoria”; en Chile, el art. 15 establece que el voto es obligatorio; en
Ecuador, el art. 27 de la Constitución de 1998 señala que el voto es obliga-
torio (aunque facultativo para los analfabetos y mayores de 65 años); en El
Salvador, el art. 73 de la Constitución dirá que el sufragio es un deber (aun-
que el art. 72 también dice que es un derecho); en Guatemala, el art. 136 de
la Constitución define el sufragio como derecho y deber; en Honduras, el
art. 40 de la Constitución califica el sufragio como deber (la Ley Electoral
de 20-4-1981 dirá exactamente que es “obligatorio”) y el art. 44 de la mis-
ma Constitución dispondrá que “el sufragio es un derecho y una función
pública”; en México, el art. 36 de la Constitución califica el voto popular co-
mo una obligación del ciudadano; en Panamá, el art. 129 de la Constitución
señala que el voto es un derecho y un deber; en Paraguay, el art. 118 de la
Constitución dirá que “el sufragio es derecho, deber y función pública del
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elector. Constituye la base del régimen democrático y representativo”; en
Perú, el art. 31 de la Constitución dispondrá que el voto es obligatorio; 
en República Dominicana, el art. 88 de la Constitución señala el carácter
obligatorio del sufragio; en Venezuela, el art. 63 de la Constitución de 1999
dispone que “el sufragio es un derecho” y el art. 132 señala que “toda per-
sona tiene el deber de cumplir sus responsabilidades sociales y participar
solidariamente en la vida política”.

Si, como antes se recordó, todos los derechos fundamentales tienen,
junto a su dimensión subjetiva, una dimensión objetiva o institucional,
ésta última es especialmente significativa en el derecho de sufragio, y no 
está mal que los propios textos constitucionales, como hemos visto, lo se-
ñalen expresamente. Ahora bien, esa dimensión objetiva no debe prevalecer
de tal manera sobre la consideración subjetiva hasta el punto de anularla o
desvirtuarla. Ése es el riesgo de la llamada “institucionalización” o entendi-
miento “utilitario” de los derechos fundamentales, que puede conducir, 
paradójicamente, a la excesiva limitación o incluso, en algunos casos, a la
desaparición del derecho con el argumento de que de esa manera se garan-
tiza mejor la “función” que el propio derecho realiza.

Un entendimiento así concebiría los derechos como medios al servicio
de un fin, no como fines en sí mismos. El fin por lograr sería en ese caso la
representación o incluso la organización “eficaz” de la representación. Y de
esa manera introducirían serias limitaciones al propio derecho de sufragio.
Una de ellas consistiría en la completa desaparición de la faceta de libertad
que todo derecho ha de tener, dejándolo reducido a una simple obligación,
aunque los ordenamientos que lo establecen como obligatorio no llevan
hasta sus últimas consecuencias esa definición, en cuanto que también lo
definen, contradictoriamente, como derecho (o como “libre y obligatorio”,
que es supuesto del art. 219 de la Constitución de Bolivia, en cuyo caso la
contradicción no se salva del todo aun entendiendo que “libre” aquí lo que
significa es libertad para votar por una u otra opción, pese a que ello tam-
bién entraría en el ámbito de la definición como “secreto” que en aquel pre-
cepto también se contiene) o en cuanto que la obligación no traspasa el 
plano de la retórica sin convertirse en un auténtico deber jurídico, o en la
medida en que si tal deber jurídico es sancionable, existe gran laxitud en 
la aplicación de las normas sancionadoras correspondientes.

El peligro que encierra la excesiva “funcionalización” de un derecho 
se observa muy bien, justamente, en el derecho que examinamos cuando se
considera el sufragio como obligación. La base jurídica justificativa de esa

172 DERECHO DE SUFRAGIO: PRINCIPIO Y FUNCIÓN



obligatoriedad está en la teoría que configura al cuerpo electoral como ór-
gano del Estado, cuya consecuencia es, sin duda, la negación de la sobera-
nía popular, en cuanto que introduce al propio pueblo en el seno de la per-
sona jurídica estatal, pasando de ser el titular del poder a convertirse en un
mero órgano que ejerce, mediante el sufragio, una función pública y que,
por ello, sólo actúa con las competencias, el modo y la forma que el poder
(el Estado) le tiene atribuidos. En tal supuesto no hay distinción, pues, en-
tre sociedad y Estado, entre pueblo y poder público. Son, en fin, muy bien
conocidas las implicaciones (no queridas probablemente en la mayoría de
los casos, pero inevitables) entre esta concepción iuspositivista y las teorías
políticas de la democracia “no liberal” (“popular”, “orgánica”, etcétera).

También podrían basarse en un “exceso” de utilitarismo otras medidas
restrictivas del derecho individual, como la reducción de la libertad de pre-
sentación de candidaturas mediante el establecimiento de su monopolio a
favor de los partidos (lo que ocurre en la mayoría de Latinoamérica) o la fi-
jación de un número excesivamente elevado de firmas necesarias para la
presentación de candidaturas independientes; o la ampliación de las causas
de exclusión del derecho de sufragio o de los supuestos de inelegibilida-
des considerando circunstancias personales o sociales que no servirían co-
mo razones para negar la titularidad o el ejercicio de otros derechos, pero sí
del derecho de sufragio basándose en el argumento que suministraría su
“funcionalidad”, esto es, el fin tan alto al que este derecho sirve.

La forma de conjurar esos riesgos no es, claro está, desatender la indu-
dable dimensión institucional que el derecho de sufragio tiene, sino lograr
el equilibrio entre las facetas subjetiva y objetiva del derecho, sin que la
primera elimine por completo a la segunda y sin que ésta prevalezca so-
bre aquélla de manera que pueda desvirtuarla. No debe olvidarse en todo
caso que el derecho de sufragio sólo estará garantizado en la medida en
que sea un auténtico derecho, esto es, un derecho subjetivo capaz de ser
ejercitado por todos los ciudadanos con la mayor facilidad y sin discrimi-
nación alguna.

5. FUNCIONES DEL SUFRAGIO

Un derecho de sufragio “efectivo” y unas elecciones, pues, democráticas,
cumplen unas funciones políticas de importancia básica. Ello es obvio, y
cualquier reflexión sobre la materia no puede dejar de subrayarlo. Hechas
las salvedades que más arriba acaban de exponerse acerca de los riesgos

DERECHO DE SUFRAGIO: PRINCIPIO Y FUNCIÓN 173



que pueden derivarse de los excesos del “funcionalismo” en éste y en cual-
quier otro derecho fundamental, o lo que es igual, del peligro que encierra
subvertir los principios con el propósito de mejorar los resultados (lo que
no quiere decir que se desconozcan también los excesos que, en contrario,
puede producir el “principialismo”, esto es, la prevalencia incondicionada
de los principios sobre sus consecuencias prácticas), procede ahora dete-
nerse en el desarrollo de las principales funciones del sufragio.

La primera quizá sea la de producir representación, esto es, garantizar
jurídicamente, procedimentalmente, la representación política. La demo-
cracia representativa sólo es posible (como muy bien decía Kelsen frente a
Schmitt) gracias a las votaciones democráticas, es decir, gracias al derecho
de sufragio universal, libre, igual y secreto. La mediación de los partidos en
la articulación de esa representación ni la disvirtúa ni la anula; al contra-
rio, la hace posible en cuanto que la racionaliza, la organiza, esto es, en
cuanto que canaliza en las instituciones, de manera ordenada, el pluralis-
mo de la propia sociedad.

Otra función es la de producir “gobiernos”, aunque no es quizá la úni-
ca o absolutamente primordial, como parecen indicar algunos autores, en-
tre ellos el propio Popper. Mediante el sufragio los ciudadanos, pacífica-
mente, establecen y cambian gobiernos, es decir, dan su apoyo o lo niegan
a programas que se les presentan en la oferta electoral, ya sea mediante el
procedimiento, indirecto, de elegir gobiernos en los sistemas parlamenta-
rios, ya sea mediante la forma, directa, de elegir al Poder Ejecutivo en los
sistemas presidencialistas (o en la mezcla entre ambos en que consisten las
soluciones mixtas que se están abriendo camino en algún ordenamiento
latinoamericano). Ése es, ciertamente, el principio del “gobierno represen-
tativo”, entendida la expresión tanto en sentido amplio (gobierno identifi-
cable con el conjunto de las autoridades públicas) como en sentido estric-
to (gobierno equivalente a Poder Ejecutivo).

Sin embargo, conviene realizar algunas puntualizaciones. En primer
lugar, la democracia representativa no consiste sólo en que sea representa-
tivo el gobierno sino también la oposición, esto es, en que no sólo se eligen
“gobiernos” sino también parlamentos, que incluyen a las mayorías y a las
minorías. Justamente porque el parlamento, a través del sufragio, repre-
senta a todos en la medida en que todas las opciones que han obtenido el
suficiente número de votos están representadas en la Cámara, es por lo que
cabe hablar de democracia pluralista, que no es sólo la garantía de la ex-
presión y asociación a través de las cuales el pluralismo se manifiesta, sino
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también la garantía de que tal pluralismo esté representado en las institu-
ciones del Estado, en especial en el propio parlamento. En segundo lugar,
el origen representativo de las instituciones del Estado no basta para que
haya auténtica “representación”, ya que es necesario que los representan-
tes (todos, incluidos, pues, los de los grupos minoritarios) puedan ejercer
la representación, lo que significa, en los parlamentos, que las mayorías no
estén excesivamente lastradas por la disciplina de partido y que las mino-
rías posean unos derechos de actuación parlamentaria que les permitan
ejercer los derechos más básicos del control parlamentario del gobierno,
como son los derechos al debate, a la información, a la investigación y a la
inclusión de asuntos en el orden del día de las sesiones de la Cámara. No
sólo se legitima, pues, la democracia mediante el ejercicio periódico del su-
fragio activo, sino también mediante el ejercicio periódico y el “desempe-
ño permanente” del sufragio pasivo.

Otra función del sufragio es producir una específica limitación del po-
der: la limitación en el tiempo, la limitación temporal, en la medida en que
no es concebible el sufragio democrático si no es periódicamente ejercita-
ble, esto es, si la representación no lo es por periodo limitado. Elecciones
libres equivalen, entre otras cosas, a elecciones periódicas. La limitación
temporal del poder, junto a la funcional (división de poderes) y la material
(derechos fundamentales) constituyen el presupuesto del Estado liberal de-
mocrático.

Hay una función del sufragio que no es separable de las anteriores,
porque las engloba y se confunde con cada una de ellas, pero que puede
distinguirse aunque sea para efectos analíticos: la función de legitimación
del Estado. Mediante el sufragio, como se dijo más atrás, se articula la par-
ticipación del pueblo en el ejercicio del poder, unas veces directamente 
(votando en referéndum, por ejemplo) y otras indirectamente (eligiendo
representantes). La declaración que en todas las constituciones latinoame-
ricanas se contiene, de que la soberanía radica en el pueblo (o en la na-
ción), se hace realidad en la medida en que está garantizado el derecho de
sufragio, único instrumento mediante el cual se asegura verazmente (esto
es, jurídicamente) la emisión de la voluntad popular.

Para este efecto pueden ponerse algunos ejemplos expresivos, por acer-
tados, de esta identificación entre el sufragio y la soberanía popular, así el
artículo 3 de la Constitución de Paraguay, cuando dice que “el pueblo ejer-
ce el poder público por medio del sufragio”; o el artículo 5 de la Consti-
tución de Venezuela de 1999, cuando declara que “la soberanía reside in-
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transferiblemente en el pueblo, quien la ejerce directamente en la forma
prevista en esta Constitución y en la ley, e indirectamente, mediante el su-
fragio, por los órganos que ejercen el poder público”. Proclamar (como se
hace, muy correctamente) que el pueblo ejerce la soberanía mediante el su-
fragio impone dos exigencias que el ordenamiento ha de atender: por una
parte, garantizar un sufragio activo universal, libre y secreto (de lo contra-
rio habría partes del pueblo que no ejercerían la soberanía) y, por otra, 
garantizar el general y libre acceso del pueblo al sufragio pasivo (de lo con-
trario los ciudadanos, en la democracia representativa, sólo elegirían, pero
no desempeñarían el poder, esto es, sólo ostentarían el derecho a tener un
gobierno elegido, pero no a gobernar ellos mismos mediante elecciones).
Hechas esas salvedades, es claro que no hay más democracia que aquella
que se articula a través de las votaciones populares. Frente a lo que decía
Schmitt, el asentimiento, la aclamación, la “representación espiritual” (o la
representación “natural”), no pueden fundamentar la democracia, que só-
lo se asienta en la representación “artificial”, esto es, en la representación
jurídicamente organizada, expresada mediante el acto electoral, con sus
correspondientes procedimientos y garantías.

La función legitimadora se cumple no sólo mediante la realización del
acto formal de la votación, sino también a través de todo el proceso de su-
fragio y, muy significativamente, en la campaña electoral, en la que se pro-
duce una amplia comunicación entre representantes y representados, entre
partidos y sociedad, que refuerza considerablemente la participación po-
pular y que hace de las elecciones una verdadera escuela de cultura cívica
democrática. En la medida, además, en que la representación política lo 
es de intereses generales, la función legitimadora del sufragio se manifies-
ta al mismo tiempo como función de integración en la comunidad política 
estatal.

Ahora bien, el sufragio, aun siendo el modo insustituible de producir la
legitimación democrática, no puede legitimarlo todo. Legitima el poder, en
cuanto a la forma, es decir, a su carácter de representativo, pero no exacta-
mente en cuanto a su contenido, a su producto. El poder emanado de la 
representación popular es, en el Estado constitucional democrático, un 
poder limitado, no absoluto. No hay poderes absolutos en el Estado cons-
titucional democrático y, por lo mismo, las elecciones no legitiman, por
principio, todos los actos del poder. Aquí se encuentra unas de las carac-
terísticas básicas del Estado democrático, que es su inseparabilidad del 
Estado de derecho y, por ende, la necesidad de conciliar una y otra dimen-
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sión. Ello se consigue mediante la limitación material del poder, que con-
siste, primero, en que los poderes constituidos han de estar supeditados a
las normas procesales y materiales que la Constitución contiene sin que
puedan actuar al margen de ellas, y segundo, en que, en todo caso, el Esta-
do no puede vulnerar los derechos fundamentales que hoy constituyen una
especie de derecho común de todos los países con un sistema constitucio-
nal democrático. Los derechos fundamentales, o en sentido general, los 
derechos humanos, deben operar como un límite infranqueable al poder
representativo.
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